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Acción de tutela segunda instancia 


                                              Acte.: OLGA CECILIA ZAPATA


                                    Rad.: 2009-00358






TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
                         SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Diciembre tres  del año dos mil nueve. 




Acta No. 640 de diciembre 03 del 2009. 





Expediente 66001-31-03-005-2009-00358-01




Se resuelve la impugnación presentada por la parte accionante, contra la sentencia del veintiséis de octubre del presente año, proferida por el JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCIÓN DE TUTELA promovida por OLGA CECILIA ZAPATA en contra del JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL de la ciudad y a la que fue vinculada la señora OFELIA CASTAÑEDA LOPEZ. 
I. ANTECEDENTES:

Pretende la demandante, con apoyo en el artículo 86 de la Constitución Nacional, se le tutelen sus derechos al debido proceso, a la igualdad y a la dignidad humana que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido el despacho arriba citado.

Expone, en resumen, que en el fallo que en su contra se emitió, ordenándose la terminación del contrato de arrendamiento y la posterior restitución del bien en cabeza de la arrendadora, no se analizó que no había una fecha exacta de su celebración, por lo que el juez debió ordenar una prueba para constatarla, en razón a que existían tres fechas diferentes; que de haber realizado esto, hubiera determinado si el desahucio que le hicieron se había hecho conforme a la ley; que el juzgado nunca tuvo en cuenta las pruebas que aportó, por lo que considera que se le desconocieron mandatos constitucionales y procesales; además, dice que al momento de notificarse del auto admisorio, no se le advirtió que tenía que conseguir abogado ni que debía excepcionar y, al no ser profesional en ese campo, se quedó sin defensa técnica, aspectos de los que no se percató el juzgado. Menciona algunas jurisprudencias relacionadas con el tema de tutela contra sentencias judiciales, que en su concepto le favorecen.




Pide, entonces, se le tutelen los derechos invocados y, consecuentemente, “se ordene al JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DEL CIRCUITO (sic) DE PEREIRA, RISARALDA, que inicie el proceso desde la admisión de la demanda (sic) tener la oportunidad procesal y la defensa técnica del Proceso de Restitución de Bien Inmueble”. Igualmente, que se suspenda el juicio de “desalojo” tramitado ante el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL hasta que se resuelva esta acción constitucional. 




A la tutela se le dio el trámite legal con la vinculación de la parte demandante en el juicio de restitución del bien inmueble arrendado; ésta, actuando a nombre propio, se pronunció con el argumento de que las actuaciones del juzgado han estado “ajustadas en derecho, las que respeto y acato con responsabilidad y seriedad”. El Despacho accionado puso a disposición del juez a-quo el expediente respectivo y guardó silencio en relación con los hechos y pretensiones de la acción de tutela. 

Realizada la inspección judicial al proceso objeto de inconformidad, el juez de instancia, luego de analizar que la acción de tutela en este caso concreto es idónea porque no existe otro medio de defensa judicial para defender los derechos que se consideran violados o amenazados, decidió negar el amparo pedido con el argumento de que en el proceso se le garantizó a la demandada-accionante su derecho a la defensa  y al debido proceso, amen de que no se incurrió en una vía de hecho  que hiciera posible su protección.
Esta decisión fue impugnada por la tutelante, que expone como sustento para que se revoque la sentencia de primera instancia, que el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL de la ciudad sí incurrió en  una vía de hecho, ya que era importante determinar la fecha inicial del contrato de arrendamiento, lo cual no se hizo, sino que se estableció que lo era el 02 de febrero de 2004, cuando en realidad fue el 01 de agosto del 2005; esta última estaba contenida en el interrogatorio de parte que rindió la accionante ante el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL local. Por tanto, añade, el desahucio presentado por la parte actora en el proceso de restitución del bien inmueble, no cumplía con los requisitos que exige el artículo 520 del C. de Co., en razón a que no se hizo con anterioridad a los seis meses que prevé la norma.

Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,

II.  CONSIDERACIONES DE LA SALA:

Los derechos fundamentales que considera vulnerados o amenazados la peticionaria son el del debido proceso, el de la igualdad y el de la dignidad humana, amparados por los artículos 29, 13 y 1 de la Carta Política, en su orden.





El funcionario de primera instancia decidió negar el amparo implorado, porque consideró que en el juicio se le garantizó a la demandada-accionante su derecho a la defensa  y al debido proceso, al igual de que no se incurrió en una vía de hecho  que hiciera posible su protección.





Para la Sala, le asiste razón al funcionario de instancia porque el proceso de conocimiento (restitución de bien inmueble arrendado), que acusa de ilegal la parte tutelante, según la inspección judicial realizada al proceso
 y las copias anexadas por la peticionaria, se tramitó conforme a derecho y de las decisiones de fondo en él tomadas, no puede decirse que obedecieron al mero capricho o veleidad de la juzgadora.





En efecto, la juez acusada le dio al proceso el trámite que la ley ordena para estos casos y después de un análisis legal, junto al material probatorio, resolvió declarar terminado el contrato de arrendamiento surgido entre la señora OFELIA CASTAÑEDA LOPEZ como arrendadora y OLGA CECILIA ZAPATA, arrendataria del inmueble ubicado en la calle 72 número 24 B 38, en aplicación del ordinal 1º del parágrafo 3º del canon 424 del estatuto procesal civil; y, por el hecho de que no se comparta la decisión, ni la motivación que le dio al fallo, no por esto se puede hablar de vía de hecho y mucho menos alegar una afrenta al debido proceso, supuesto que la posibilidad de adelantar acción de tutela contra un fallo judicial es excepcional, tal como lo precisó la Honorable Corte Constitucional en su sentencia C-543 del 1º de octubre de 1992, en la que se señalan los eventos específicos para que ello sea procedente. 




Ahora bien, si la demandada en el proceso de restitución del bien inmueble –aquí accionante-, estimaba con tanta insistencia que la fecha en que se inició el contrato no era la que destacó el demandante en la demanda, sino  otra, lo cual era fundamental para establecer si el desahucio que se le practicó estaba conforme a derecho, así lo debió alegar en el proceso natural, con o sin abogado, y no en esta acción que es eminentemente subsidiaria y residual. 
De la misma forma, no le es dable al juez de tutela aceptar que se haga uso de esta vía, a manera de una nueva instancia, con el objeto de controvertir la interpretación dada por la juez accionada en su decisión ni mucho menos entrar a debatir el estudio probatorio realizado en el fallo, como lo alega la actora con la presente acción, porque como en repetidas ocasiones se ha dicho:

“Cuando la labor interpretativa realizada por el juez se encuentra debidamente sustentada y razonada, no es susceptible de ser cuestionada, ni menos aún de ser calificada como una vía de hecho, y por lo tanto, cuando su decisión sea impugnada porque una de las partes no comparte la interpretación por él efectuada a través del mecanismo extraordinario y excepcional de la tutela, ésta será improcedente
”.
Así mismo, se debe tener en cuenta que en materia probatoria la Corte Constitucional ha expuesto que:

“El análisis que debe realizarse en la sede de tutela, no se compara con los alcances de las potestades de los jueces para la práctica y valoración de los medios de prueba dentro de un proceso en especial, ni para concluir sobre la conducencia de los mismos para la demostración de los hechos en discusión. El juez de tutela cumple con la función de verificar si en la decisión pertinente se evidencia una irregularidad protuberante con las características de una vía de hecho. De advertirla, emite las órdenes con los parámetros constitucionales que sean necesarios para que el juez natural enmiende el error en que se incurrió con violación del ordenamiento superior
”.
Ahora, se queja la actora de una presunta vía de hecho en la actuación practicada por el juzgado.  
Pues bien, como no indicó si se trata de una vía de hecho por defecto orgánico; procedimental absoluto; fáctico; material o sustantivo; por error inducido; por decisión sin motivación o por desconocimiento del precedente -requisitos específicos que se requieren para que proceda la acción de tutela contra decisiones judiciales-
, de los hechos relatados se puede concluir que lo que se persigue es la declaratoria por defecto fáctico.  
Mas, para que se den los presupuestos de esa especial vía de hecho se requiere que i) existan fallas graves sobre la valoración probatoria y ii) que la prueba que se deja de analizar tenga el peso suficiente para modificar la decisión, circunstancias que no ocurren en el caso en estudio pues, en relación con lo primero, la jueza de instancia analizó la prueba sumaria que le aportó el demandante sobre las condiciones del contrato de arrendamiento y, como la arrendataria no alegó, se constituyó en prueba controvertida para emitir, con fundamento en él, el fallo pertinente; en lo atinente a lo segundo, la demandada, se insiste, no pidió pruebas para demostrar que la fecha de iniciación del contrato era otra diferente a lo que adujo su contraparte, por lo que no había lugar a estudiar prueba diferente en tal sentido. 
Al respecto la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones ha dicho:

“En múltiples oportunidades, la Corte Constitucional ha manifestado que la acción de tutela sólo procede respecto de valoraciones probatorias realizadas por los jueces, cuando la misma aparece de una manera manifiestamente irrazonable y ostensible. Así mismo, la valoración debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia. Lo contrario desconocería el carácter subsidiario del amparo e invadiría la órbita de la competencia y la autonomía de que son titulares las otras jurisdicciones
”.
.”Es posible concluir que para que se produzca una vía de hecho por error fáctico, (i) debe tratarse de errores manifiestos u ostensibles de valoración y, además, (ii) dicha prueba debe tener la capacidad inequívoca de modificar el sentido del fallo
”.
Finalmente, es preciso señalar que la accionante no puede excusarse en que no es abogada, ni sabe lo que es “excepcionar”, para aducir que se quedó sin “defensa técnica” en el proceso
, puesto que esto equivale, ni más ni menos, “…a establecer un privilegio a su favor, violatorio de la igualdad constitucional y generador del caos jurídico
”.
Sobre el punto la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones ha dicho que:

“..la ignorancia de la ley no puede ser admitida como justificación para el incumplimiento de los deberes constitucionales y legales de los ciudadanos, quienes no pueden argüir en forma razonable su falta de conocimiento en materias específicas para deducir de allí una imposibilidad del ejercicio de sus deberes esenciales y, con ello, pretender que sean relevados de su cumplimiento.

Así como el Estado tiene obligaciones para con todas las personas, uno de ellos facilitar el acceso a la administración de justicia (C.P. 229), éstas a su vez tienen un deber correlativo de cumplir la Constitución y las leyes, y colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia (C.P. art. 95-7)
”. 

Visto, entonces, que en este asunto no está comprometido ningún derecho fundamental, será confirmada la sentencia revisada; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE CONFIRMA la sentencia del veintiséis de octubre último, proferida por el JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCIÓN DE TUTELA promovida por OLGA CECILIA ZAPATA en contra del JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL de la ciudad, y a la que fue vinculada la señora OFELIA CASTAÑEDA LOPEZ.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Sazara Naranjo    Fernán Camilo Valencia López
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido
� Ver folios 77 a 80 del cuaderno principal.


� Sentencia T-121 de 1999. Corte Constitucional. M.P. Dra. Martha Sáchica Méndez.


� Corte Constitucional. Sentencia SU 132 del año 2002. Exp. T-451147.  M.P. Dr. Alvaro Tafur Galvis.


� Sentencia C-590 de 2005. En Sentencia T-183 de 2006. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� H. Corte Constitucional. Sentencia T-590 del año 2006. M.P. Dr. Jaime Araujo Rentaría.


� H. Corte Constitucional. Sentencia T-183 del año 2006. M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Folio 3 del cuaderno principal.


� Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencia de marzo 30 de 1978. 


� H. Corte Constitucional. Sentencia C-319 de 2002. M.P. Dr. Alfredo Beltrán Sierra.
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